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La crisis climática es una cuestión 
feminista
La crisis climática es una cuestión feminista debido a que es el resultado de unas relaciones 
desiguales de poder a través de las cuales unas pocas empresas y Estados se benefician del colapso 
del medioambiente mientras que la mayoría de las personas se exponen a sus efectos devastadores. 
Al igual que en la crisis del covid-19, las personas más afectadas por el daño medioambiental y los 
efectos de la crisis climática son las personas más desamparadas y empobrecidas. Una de las injusticias 
que definen la crisis climática es la opresión de género. Esta relación desigual de poderes empobrece 
a las mujeres de forma desproporcionada, sobrecargándolas con trabajo no remunerado y bajo la 
amenaza de la violencia de género, y como consecuencia, exponiéndolas más a los efectos negativos 
de la crisis. Sin embargo, no todas las mujeres son vulnerables por igual, ya que a nivel interno son 
un grupo diverso con otras injusticias estructurales como son la clase, la raza o la discapacidad. En 
Europa, son concretamente las mujeres migrantes, las mujeres de color, las mujeres LGRTO+, las mujeres 
con discapacidades y las madres solteras (y las que entran en más de uno de estos grupos) quienes 
padecen el mayor riesgo de pobreza y exclusión social y que, por consiguiente, se ven más expuestas a 
las repercusiones devastadoras de los desastres del clima y otros efectos de la actual gestión de la crisis 
climática, como es el aumento de los precios energéticos y de los alimentos. 

Limitaciones del Green Deal 
europeo: una respuesta 
inadecuada frente a la 
desigualdad de género y la crisis 
climática 
El Green Deal europeo (EGD) es un importante programa de política climática que fue lanzado por la 
Comisión Europea en 2019 con el objetivo de alcanzar cero emisiones netas para 2050 y garantizar un 
“crecimiento económico sostenible”. Varios sindicatos, investigadores y activistas a favor de la justicia 
climática han criticado que el Green Deal europeo sea principalmente una estrategia de “crecimiento 
verde” que, según nuestros propios cálculos, ofrece una financiación insuficiente a fin de alcanzar los 
objetivos de cero emisiones netas. Algunos han señalado también que, entre otras desigualdades, no 
tiene en cuenta el género. Un análisis detallado desde la perspectiva feminista de la Ley Europea del 
Clima, la Estrategia de adaptación y el Fondo de transición justa de la UE muestra que aunque en sus 
textos se mencionan varias injusticias existentes como es el género, proclamarlo como un paquete de 
medidas políticas para una “transición justa e inclusiva”  es una exageración. 

Aunque la Ley Europea del Clima y la Estrategia de adaptación hacen referencia a los problemas de 
pobreza energética y de alimentos, no reconocen que estos afectan de manera desproporcionada a 
las mujeres de más edad, madres solteras y familias migrantes.  Como consecuencia, ambas iniciativas 
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se caracterizan por una ausencia de compromisos políticos serios y políticas que aborden las causas 
subyacentes de estos problemas, como el incremento de los precios de la energía y los alimentos 
causados por la liberalización de los mercados energéticos, los bajos ingresos, las brechas salariales 
de género, las viviendas insuficientemente acondicionadas y la protección social contra la pobreza y la 
pérdida de empleo.  El paquete “Fit for 55” propuesto recientemente, con su nuevo Fondo social para el 
clima y las revisiones de la Directiva sobre Eficiencia Energética parecen ofrecer políticas más concretas 
para aliviar la pobreza energética, aunque todavía tienen que adoptarse.   

El Green Deal europeo muestra poco interés acerca de las cuestiones relativas a los trabajadores, en 
concreto, al trabajo de las mujeres. Aunque la Estrategia de adaptación apunta a la probabilidad de que 
la crisis climática posiblemente impacte negativamente sobre las condiciones laborales y hace referencia 
a la presión sobre los sistemas de salud pública, carece de compromisos concretos. Por ejemplo, no tiene 
en cuenta los efectos negativos de los frecuentes desastres climáticos como los incendios, la gestión del 
agua y los residuos, y la asistencia sanitaria sobre los trabajadores de los servicios públicos que son 
clave para la adaptación climática. No menciona las desigualdades de ingresos y riqueza dependiendo 
del género, las deficientes condiciones laborales y la responsabilidad del trabajo no remunerado, que 
todo ello hace que las mujeres sean las más expuestas a los efectos negativos de la crisis climática como 
trabajadoras y consumidoras.     

El Fondo de transición justa de la UE es el que de forma más explícita demanda la promoción de la 
igualdad de género y ofrece a los Estados miembros la opción de utilizar el Fondo para invertir en 
instalaciones para la infancia y los mayores. Sin embargo, la financiación adjudicada al Fondo es de 
forma significativa en su conjunto demasiado baja para cubrir incluso unas pocas de las opciones 
importantes enumeradas, haciendo improbable que las inversiones en instalaciones de cuidados se 
escojan entre las numerosas prioridades políticas que están en competencia.  

En cuanto a la capacidad de toma de decisiones políticas, el Green Deal europeo revela además su 
limitada comprensión acerca de una “transición justa e inclusiva”. Aunque menciona a los sindicatos 
de forma indirecta unas cuantas veces como interlocutores sociales, su papel en la negociación y 
aplicación de las transiciones justas no queda especificado en la Ley Europea del Clima y la Estrategia 
de adaptación o en el Fondo de transición justa de la UE. En cuanto al género, la única política concreta 
es la fijación de una cuota de género para el nuevo Consejo de asesoramiento científico que establece 
la Ley Europea del Clima. El objetivo del Green Deal europeo parece ser la conservación del status quo 
político, en vez de buscar una redistribución del poder político más amplia para las mujeres trabajadoras 
y otros grupos marginados.  

¿Cómo sería una transición justa 
feminista? 
Una certeza central a los marcos de transición justa es que el bienestar de los trabajadores y la protección 
del medioambiente no sean objeto de negociación entre ellos, sino que deben buscarse de manera 
conjunta como parte de una transformación ecosocial. Como se reconoce también en las Directrices 
sobre transición justa  de la OIT, la desigualdad de género debe abordarse también como parte de ello.
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La transición justa defiende a menudo la distinción entre la justica en los resultados (la justicia 
distributiva), como es un empleo seguro de bajo carbono y la protección social contra la pérdida de 
ingresos y la pobreza, y el proceso (justicia de procedimiento), como es la extensión del poder de toma 
de decisión democrático de los sindicatos y los ciudadanos individuales. Esta es una distinción útil para 
analizar las deficiencias en las políticas existentes y crear mejores estrategias. Pero no son exhaustivas, 
ya que una justicia reparadora es también un elemento crucial de la justicia climática que merece una 
mayor atención. 

Actualmente, existen numerosas desigualdades de género en cuanto a la producción y consumo  
determinados por la crisis climática. Los sectores de la energía y la salud ofrecen dos ejemplos:

•	 La población activa del sector energético, que a menudo es el centro de los debates en 
torno a la Transición justa, al ser la descarbonización de la energía uno de los retos centrales 
de nuestro tiempo, es principalmente masculina. Para estos trabajadores, el acceso a la 
recapacitación, las políticas de protección social y los “empleos verdes” dignos en el sector de 
las renovables son un objetivo importante de la transición justa que muchos sindicatos hacen  
campaña a su favor. También se debería prestar una mayor atención al factor del consumo, 
donde el incremento de los precios ha aumentado la pobreza energética que ya afecta a las 
mujeres de manera desproporcionada. 

•	 De forma similar al sector energético, el sector de la sanidad merece también una mayor 
inversión para gestionar la crisis climática. El 78 % del trabajo asistencial sanitario y social, 
que es probable que aumente para gestionar los impactos del clima, es realizado en Europa 
por las mujeres, las cuales perciben en su mayoría una baja remuneración y muchas son 
migrantes. A la vez, existen pruebas de que a nivel mundial se mueren más mujeres que 
hombres a causa de desastres climáticos como sequías, inundaciones o incendios. Estudios 
europeos han revelado que las mujeres de más edad son más proclives a morir en las olas de 
calor. Los desastres climáticos también se asocian a un aumento de la violencia sexual y de 
género contra las mujeres y colectivos LGBTQ+, quienes tienen más probabilidad de padecer 
desplazamientos y ser excluidos de la asistencia sanitaria. 

Una Transición justa feminista requiere de compromisos políticos ambiciosos más allá de lo que 
actualmente ofrece el Green Deal europeo. La inversión pública para mejorar el empleo en el sector de 
la asistencia sanitaria y social, la prevención contra la violencia de género y los albergues, los servicios 
públicos de asistencia a la infancia y los mayores, la protección social contra la pobreza y la pérdida de 
ingresos (incluyendo para los migrantes) son políticas de transición justa esenciales para abordar las 
desigualdades de género al tiempo que se reducen las emisiones de carbono y se produce la adaptación 
a los impactos del clima.  

Se requerirá de un gran debate político, acciones de campaña y negociación a nivel mundial, europeo, 
nacional y local para desarrollar políticas mejores que se adapten a los contextos particulares. Entre las 
cuestiones importantes a abordar en las estrategias de transición justa relacionadas con la repercusión 
de género, figuran: 

•	 ¿Cómo en las políticas se reconoce la opresión de género y su relación con la crisis climática, 
incluyendo cómo afecta a las mujeres de manera diferente dependiendo de las desigualdades de 
clase, raza, discapacidad y otras injusticias?
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•	 ¿Cómo las políticas transforman o refuerzan las condiciones laborales deficientes o las 
oportunidades de empleo remunerado que experimentan las mujeres, y que derivan en 
desigualdades de género en cuanto a los ingresos y la riqueza? 

•	 ¿Cómo las políticas transforman o refuerzan las condiciones de trabajo reproductivo social, 
especialmente la división de género del trabajo de cuidados no remunerado o de baja 
remuneración?

•	 ¿Cómo cambian las políticas la distribución de la titularidad entre los sectores público y privado, y 
qué consecuencias tiene para las condiciones laborales de las mujeres? 

•	 ¿Cómo abordan o refuerzan las políticas el racismo estructural (que afecta a las mujeres de color), 
incluyendo el racismo medioambiental y las dependencias del Sur global sobre el Norte global? 

•	 ¿Se dirigen los procesos políticos hacia una democratización de los procesos de toma de decisión 
mediante la redistribución del poder hacia las mujeres, las personas de color y otros grupos 
marginados? 

•	 ¿Cómo los procesos políticos involucran en la toma de decisiones a los agentes colectivos como los 
sindicatos, los movimientos de justicia climática y las organizaciones feministas? 

Conclusión 
Debido a que la crisis climática ha afectado en mayor medida a los grupos marginados de forma 
más dura, las respuestas políticas progresivas deben centrarse no solo en reducir las emisiones de 
carbono sino hacerlo de forma tal que se aborden también las desigualdades de género existentes, 
y las desigualdades estructurales interrelacionadas como la clase, la raza y la discapacidad. El análisis 
de la Ley Europea del Clima, la Estrategia de adaptación y el Fondo de transición justa demostraron 
que el Green Deal europeo no reconoce de manera suficiente estas injusticias sociales y no ofrece 
políticas concretas para abordarlas ya que se basa en una concepción limitada de una “transición justa 
e inclusiva”. Debido a la desigualdad que existe en cuanto al género en la organización del empleo y el 
trabajo no remunerado, la distribución de ingresos, la riqueza y el poder político, una Transición justa 
debe ser feminista, en el sentido de intentar erradicar estas desigualdades de poder en su base a través 
de la acción colectiva. 
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